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[bookmark: _heading=h.gjdgxs]VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA COMISIONADA GUADALUPE RAMÍREZ PEÑA EN RELACIÓN CON LA RESOLUCIÓN DICTADA POR EL PLENO DEL INSTITUTO DE TRANSPARENCIA, ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA Y PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS, EN LA TRIGÉSIMA OCTAVA SESIÓN ORDINARIA DEL SEIS DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTICUATRO EN LOS RECURSOS DE REVISIÓN 01531/INFOEM/IP/RR/2024 Y 01532/INFOEM/IP/RR/2024, ACUMULADOS.
El Pleno del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México resolvió por mayoría de votos, la Resolución relativa a los Recursos de Revisión 01531/INFOEM/IP/RR/2024  y 01532/INFOEM/IP/RR/2024, respecto de la cual, quien suscribe, emite VOTO DISIDENTE, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 14, fracción XI, del Reglamento del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Personales Datos del Estado de México, así como 45 y 48, fracción I, de los Lineamientos para el funcionamiento del Pleno y las Comisiones del Instituto de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del Estado de México y Municipios.
Al respecto, es preciso señalar que, se comparte la entrega de la información solo en aquellos casos en los que los créditos se encuentren vencidos y que se hayan agotado los procedimientos prácticos o extrajudiciales sin obtener el pago respectivo, más no así en aquellos casos en los que los créditos que se encontraren dentro del plazo estipulado para su cumplimiento o bien no se hubieran agotado los procedimientos para exigir su cumplimiento. En este mismo sentido considero que se debió analizar la procedencia de la publicidad de los nombres de las personas en su calidad de deudoras, atendiendo al estatus en el que se encontrare el título de crédito.
Para esclarecer lo anterior, debe precisarse que un título de crédito, de conformidad con los artículos 1° y 5° de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, es una cosa mercantil cuya emisión, expedición, endoso, aval o aceptación, y demás opciones que en ellos se consigna, son actos de comercio, se trata de un documento necesario para ejercitar el derecho literal que en ellos se consigna. Asimismo, los títulos de crédito son considerados como documentos constitutivos – dispositivos, esto es, constitutivos de un derecho el cual es incorporado en el documento, y dispositivo debido a que es indispensable para disponer, transmitir o ejercer el derecho en el contenido.
Los títulos de crédito que regula la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, de conformidad con sus artículos 76, 170, y 175, son la Letra de cambio, el pagaré y el cheque. Para el tema que fue de estudio, se precisa que el pagaré, se conforma de la siguiente manera:
“Artículo 170.- El pagaré debe contener:
I.- La mención de ser pagaré, inserta en el texto del documento;
II.- La promesa incondicional de pagar una suma determinada de dinero; 
III.- El nombre de la persona a quien ha de hacerse el pago;
IV.- La época y el lugar del pago;
V.- La fecha y el lugar en que se subscriba el documento; y
VI.- La firma del suscriptor o de la persona que firme a su ruego o en su nombre.”
Como se advierte del precepto en cita, el título de crédito suscrito contiene una serie de elementos, entre los cuales destaca el nombre de la persona que lo suscribe, así como también época y lugar de pago.
En esta tesitura, se debe precisar que el nombre se integra con el sustantivo propio y el primer apellido de los padres, en el orden que de común acuerdo determinen; asimismo es la manifestación principal del derecho subjetivo a la personalidad y atributo de esta en términos del artículo 2.3 del Código Civil del Estado de México, de tal suerte que el nombre per se es un elemento que individualiza a una persona física identificada o identificable, y por regla general se considera un dato que debe clasificarse como información confidencial, cuando se trate de particulares y no involucre el uso de recursos públicos.
No obstante, en el asunto que se resolvió, este Instituto determinó que dicho dato personal adquiere interés público, al considerar que involucra el ejercicio de recursos públicos, derivado del adeudo frente a la institución pública por la prestación de un servicio de salud, y por lo tanto, no es susceptible de ser clasificado como confidencial, postura que no comparto, pues se estaría individualizando a aquellas personas que cuenten con adeudos con la entidad pública, lo cual, desde mi punto de vista, vulneraría el derecho al honor de dichas personas, más aún cuando no se determinó que sea en aquellos casos en los que los créditos se encuentren vencidos y que se hayan agotado los procedimientos prácticos o extrajudiciales sin obtener el pago respectivo. 
Por lo que se refiere al Derecho al honor, la jurisprudencia número 1a./J. 118/2013 (10a.), emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo I, Libro 3, de febrero de 2014, página 470, de la Décima Época, materia constitucional, señala:
“DERECHO   FUNDAMENTAL    AL    HONOR.    SU    DIMENSIÓN SUBJETIVA Y OBJETIVA. A juicio de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, es posible definir al honor como el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social. Todo individuo, al vivir en sociedad, tiene el derecho de ser respetado y considerado y, correlativamente, tiene la obligación de respetar a aquellos que lo rodean. En el campo jurídico esta necesidad se traduce en un derecho que involucra la facultad que tiene cada individuo de pedir que se le trate en forma decorosa y la obligación de los demás de responder a este tratamiento. Por lo general, existen dos formas de sentir y entender el honor: a) en el aspecto subjetivo o ético, el honor se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad; y b) en el aspecto objetivo, externo o social, como la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece, es decir, el derecho a que otros no condicionen negativamente la opinión que los demás hayan de formarse de nosotros.”
Como se observa, el honor es el concepto que la persona tiene de sí misma o que los demás se han formado de ella, en virtud de su proceder o de la expresión de su calidad ética y social.
En el ámbito de lo jurídico, es un Derecho humano que involucra la facultad de cada individuo de ser tratado de forma decorosa. Este derecho tiene dos elementos, el subjetivo, que se basa en un sentimiento íntimo que se exterioriza por la afirmación que la persona hace de su propia dignidad, y en un sentimiento objetivo, que es la estimación interpersonal que la persona tiene por sus cualidades morales y profesionales dentro de la comunidad. En el aspecto subjetivo, el honor es lesionado por todo aquello que lastima el sentimiento de la propia dignidad. En el aspecto objetivo, el honor es lesionado por todo aquello que afecta a la reputación que la persona merece.
Adicionalmente, en relación a este derecho [al honor], el máximo tribunal también ha señalado que aunque no esté expresamente contenido en la Carta Magna, ésta obliga su tutela en términos de lo previsto en el artículo 1° Constitucional, como se muestra en la tesis aislada número I.5o.C.4 K (10a.), emitida por Tribunales Colegiados de Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 2, Libro XXI, de junio de 2013, página 1258, de la Décima Época, materia constitucional, de rubro y texto siguiente:
“DERECHOS AL HONOR, A LA INTIMIDAD Y A LA PROPIA IMAGEN. CONSTITUYEN DERECHOS HUMANOS QUE SE PROTEGEN A TRAVÉS DEL ACTUAL MARCO CONSTITUCIONAL. Si conforme a las características que conforman a los derechos humanos, éstos no recaen sobre cosas materiales, sino que otorgan acción para lograr que el Estado respete los derechos garantizados, y se consideran esenciales e inherentes al ser humano y derivados de su propia naturaleza, resulta lógico que los atributos de la personalidad se enlacen directamente con tales derechos, pues los mencionados atributos tienen una coincidencia con las libertades protegidas por los derechos del hombre como son los concernientes al honor, a la intimidad y a la propia imagen que constituyen derechos subjetivos del ser humano, en tanto que son inseparables de su titular, quien nace con ellos, y el Estado debe reconocerlos. Como no recaen sobre bienes materiales, sino sobre la personalidad de los individuos, son generales porque corresponden a todos los seres humanos, y no pueden considerarse renunciables, transmisibles o prescriptibles, porque son inherentes a la persona misma, es decir, son intrínsecos al sujeto quien no puede vivir sin ellos. Ahora, del contenido expreso del artículo 1o. constitucional se advierte que nuestro país actualmente adopta una protección amplia de los derechos humanos, mediante el reconocimiento claro del principio pro personae, como rector de la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, en aquellas que favorezcan y brinden mayor protección a las personas, aunado a que también precisa de manera clara la obligación de observar los tratados internacionales firmados por el Estado Mexicano al momento de aplicar e interpretar las normas jurídicas en las que se vea involucrado este tipo de derechos, como son los señalados atributos de la personalidad conforme a la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y en casos en los que se involucra la posible afectación por daño moral de un atributo de la personalidad - en su vertiente del derecho al honor- debe aplicarse la tutela y protección consagrada en los principios reconocidos al efecto en nuestra Carta Magna, con independencia de que no exista una referencia expresa en el texto constitucional hacia la salvaguarda concreta del citado atributo, pues la obligación de protección deriva de disposiciones contenidas en dos tipos de ordenamientos superiores - Constitución y tratados internacionales- con los que cuenta el Estado Mexicano.”
Hasta este punto se abordan a las siguientes conclusiones:
a)	El título de crédito contiene el nombre de la persona que se compromete a efectuar el pago al tenedor de dicho documento.
b)	Dicho nombre individualiza a una persona como deudora hasta en tanto no se efectúe el pago.
c)	La divulgación del nombre evidentemente lesionaría su derecho al honor, es decir, la percepción que la sociedad tendrá de aquellos deudores.
Ahora bien, la Guía para orientar el debido tratamiento de datos personales en la actividad de cobranza extrajudicial, emitida por el Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, señala lo siguiente con respecto a la confidencialidad de los nombres de los deudores:
“ Evitar divulgar sin consentimiento del deudor sus datos personales a terceros, aun cuando se trate de familiares del deudor, a menos que se encuentren legalmente autorizados para tales efectos (garantes, fiadores, obligados solidarios o representantes legales del deudor). 
El contacto con terceras personas únicamente podrá ser para dejar mensaje a la persona que se desea localizar, a fin de que ésta se reporte a los números o domicilios establecidos por el Despacho de Cobranza o la Entidad, sin proporcionan ninguna información sobre la deuda o dato personal.
 No realizar gestiones de cobro con terceros, con excepción de garantes, fiadores, obligados solidarios o representantes legales del deudor.
 No utilizar cartelones, anuncios o cualquier medio impreso en lugares públicos, o en el exterior de los domicilios de los deudores, en los que se divulguen datos personales o se haga referencia al adeudo o a la condición de deudor.
 Al establecer contacto directo, asegurarse de que la persona con quien se esté tratando sea el deudor. Esta actividad deberá realizarse cada vez que se establezca contacto y antes de divulgar cualquier información relacionada con la deuda, el procedimiento de cobranza, o alguna otra información confidencial, e incluso antes de identificarse como Despacho de Cobranza.
 Evitar realizar visitas o llamadas en el lugar de trabajo del deudor, en las que se revele a terceros no autorizados información sobre el adeudo u otros datos personales.
 No revelar información del deudor, ni indicar que se trata de un Despacho de Cobranza, cuando se solicite información relativa al deudor a alguna persona vinculada con éste (familiares, vecinos, compañeros de trabajo, empleados, entre otros). Lo anterior no aplica en el caso de garantes, fiadores, obligados solidarios o representantes legales del deudor.
 Evitar el uso de correos electrónicos, correspondencia, mensajes de texto o voz o cualquier otro, que den a conocer a terceros la condición de deudor o datos relacionados con la actividad de cobranza.
 Evitar cualquier tipo de comunicación que dé a conocer información a quien no esté autorizado legalmente para ello, que permita identificar a una persona como sujeto de la actividad de Cobranza Extrajudicial.
 No utilizar lenguaje o símbolos en las envolturas de las comunicaciones que indiquen que se trata de gestiones relacionadas con la actividad de Cobranza Extrajudicial. El nombre que se utilice en las comunicaciones no deberá indicar expresamente que se trata de actos relacionados con la Cobranza Extrajudicial.
 Mantener confidencialidad de la información relacionada con los deudores, excepto cuando su comunicación se encuentre permitida en términos de una disposición legal.
Se consideran conductas inadecuadas la divulgación en medios públicos de listas de deudores que se nieguen a pagar una deuda, así como también establecer registros especiales, distintos a los que permiten las leyes, para hacer del conocimiento general la negativa de pago de los deudores.”
De ahí que la información relacionada con las personas en su calidad de deudoras, debe encontrarse bajo el estricto sentido de la confidencialidad, por consiguiente, estimo que en el caso particular debió analizarse la naturaleza de la información, concretamente respecto de la publicidad del nombre de las personas deudoras en aquellos casos en los cuales los títulos de crédito que aún se encontraren el plazo para su cumplimiento, o bien, no se hubieran agotado los procedimientos prácticos o extrajudiciales para exigir su cumplimiento, al constituir un dato personal confidencial cuya divulgación no sólo afecta el derecho al honor de su titular, sino que también agravia los principios de lealtad y confidencialidad de los datos que fueron recabados inicialmente para un fin determinado, siendo este la prestación de un servicio hospitalario. 
Es así que considero que el nombre de las personas, en su calidad de deudoras, en aquellos títulos de crédito vigentes, o en los cuales no se hubieran agotado los procedimientos prácticos o extrajudiciales para exigir su cumplimiento, actualiza el supuesto previsto en el artículo 143 fracción I de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de México y Municipios, y, por tanto, procede su eliminación de las versiones públicas. 
Sin embargo, respecto de los títulos de crédito vencidos, en los que se hubieran agotado los procedimientos respectivos para exigir su cumplimiento, sin obtener el pago respectivo, el nombre de las personas en calidad de deudoras adquiere interés público, al tener una deuda frente a la institución pública que se vincula con el ejercicio de recursos públicos, y por ende no procede su clasificación, por lo tanto, con excepción de aquellos datos que les hagan ubicables, como domicilio, teléfono, entre otros, el nombre de estos debe considerarse información pública.
[bookmark: _GoBack]Lo anterior expone razones suficientes para la emisión y presentación del presente Voto Disidente, relacionado con la resolución de los Recursos de Revisión referidos. 
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